Acción de tutela 

66001-22-05-000-2019-00030-00
Martín Ramírez Marín vs. Consejo Nacional Electoral y Registraduría Nacional del Estado Civil

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto:


Sentencia de primera instancia

Radicación Nro:
66001-22-05-000-2019-00030-00

Accionante: 

Martín Ramírez Marín

Accionado: 

Consejo Nacional Electoral y Registraduría Nacional del Estado Civil

TEMAS:
DERECHO A LA IGUALDAD / DEFINICIÓN Y ALCANCES / DERECHO A LA PERSONALIDAD JURÍDICA / EL NOMBRE / INCLUSIÓN DE FOTOGRAFÍA Y NOMBRE EN LA TARJETA ELECTORAL CORRESPONDIENTE A LA ASAMBLEA DEPARTAMENTAL / DIFERENCIAS CON LA TARJETA DE CANDIDATOS A CARGOS UNINOMINALES, COMO GOBERNACIÓN Y ALCALDÍA.
… lo que se busca con el principio de igualdad es otorgar el mismo trato a supuestos de hechos equivalentes y/o un trato diferente a situaciones de hecho que son contrarias, por lo que siempre implica que el análisis debe ser respecto a dos situaciones o personas que puedan ser comparadas.

En ese sentido, el Máximo Órgano constitucional ha establecido 4 reglas que deben analizarse para darle alcance al principio de igualdad “(i) debe darse un tratamiento distinto a situaciones de hecho que no tienen ningún elemento en común; (ii) debe darse el mismo trato a situaciones de hecho idénticas; (iii) debe darse un trato paritario a situaciones de hecho que presenten similitudes y diferencias, cuando las similitudes sean más relevantes que las diferencias; y (iv) debe darse un trato diferente a situaciones de hecho que presenten similitudes y diferencias, cuando las diferencias sean más relevantes que las similitudes”.
De otro lado, el artículo 14 de la C.N. prevé que toda persona tiene derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, por lo que se ha dicho la Corte Constitucional que ese principio debe analizarse desde tres ópticas: i) la persona es titular de derechos y obligaciones; ii) goza de ciertos atributos que no pueden separarse, como son el nombre, nacionalidad, domicilio, estado civil, capacidad y patrimonio y; iii) se encarga de proteger todos los intereses y prerrogativas que pueden degradar la dignidad de la persona. (…)
… no puede perderse de vista que aunque exista similitud en la situación del actor con la elección de Gobernadores por tratarse de cargos de elección popular, lo cierto es que al momento de reflejarse ello en el tarjetón adquiere significación la diferente entre el cargo de Gobernador que es uninominal, es decir, un solo aspirante por partido, que permite que el tamaño del plegable sea adecuado y manejable por el elector; mientras que en tratándose de corporaciones públicas como Asamblea Departamental el número de cargos a proveer es múltiple como los aspirantes por partido…
… la Sala no encuentra probada la vulneración al derecho a la igualdad como tampoco a la personalidad jurídica del actor porque con ambos documentos – tarjetón y guía electoral se está garantizando que no existan confusiones al no desconocerse el nombre del accionante que lo identifica respecto de los demás sujetos, pues de manera clara aparece el número asignado al candidato por la organización electoral y el nombre del mismo…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Ponente

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, dieciocho (18) de octubre de dos mil diecinueve (2019)

Acta número 272 de 18-10-2019
Decide la Sala en primera instancia, la acción de tutela instaurada por Martín Ramírez Marín, identificada con cédula de ciudadanía No. 10.100.219, residente en la ciudad de Pereira, Risaralda, contra el Consejo Nacional Electoral y Registraduría Nacional del Estado Civil; trámite al que se vinculó a la Registraduría Delegada en lo Electoral.
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se fundamenta la acción de amparo
Quien promueve el amparo pretende la protección de los derechos fundamentales a la igualdad y personalidad jurídica y, en consecuencia, solicita que las entidades accionadas modifiquen la tarjeta electoral de la Asamblea de Risaralda para incluir su nombre y fotografía en el tarjetón. 
Para el efecto, relató que en septiembre de 2019 salió el tarjetón electoral para la Asamblea Departamental de Risaralda para la cual participó, pero revisado el mismo constató que no contiene su foto ni su nombre, mientras que la de Gobernación y Alcaldía sí aparecen los nombres de los candidatos, lo que vulneró sus derechos fundamentales, ya que esta circunstancia genera confusiones en el electorado a la hora de elegir los participantes.
2. Pronunciamiento de los accionados
La Registraduría Nacional del Estado Civil en adelante RNEC solicitó negar la acción constitucional al considerar que incluir dentro de la tarjeta electora las fotografías y los nombres de los candidatos resulta inconveniente, pues las dimensiones del instrumento serían desproporcionadas, por ejemplo en el caso del Senado de la República; lo que induciría al error al votante y se pondría en riesgo su voluntad, aumentando el número de votos nulos, como pasó en las elecciones del 2006 y 2010 y que llevaron a que en el año 2011 se modificara la tarjeta electoral, en la que se cambió el diseño para una sola zona de marcación por organización política, compuesta por el logo del partido y el número de candidatos, en el caso de las listas con voto preferente, los cuales se les remiten a los partidos políticos para que realicen la socialización de este instrumento y adicionalmente, el día de la votación se le proporciona al votante el cuadernillo electoral en el que se encuentra el logo, nombre y fotografía de los candidatos.
Sumado a lo anterior, señaló que en el caso de los cargos uninominales (Presidente, Vicepresidente, Gobernadores y Alcaldes) no implica un ejercicio complejo, dado el número de candidatos que se presentan a la contienda electoral; diferente en las corporaciones públicas en las que se deben tener entre otras variables: i) tamaño de las circunscripciones electorales, circunscripciones especiales, voto preferente y voto en blanco.
Por su parte, el Consejo Nacional Electoral solicitó su desvinculación al no estar legitimado por pasiva para acceder a lo pretendido por el accionante, toda vez que la competencia para el diseño de la tarjeta electoral está asignada a la Registraduría Nacional del Estado Civil, conforme el artículo 266 de la Constitución Política y, a su vez, requirió que se declarará improcedente la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta que atente contra los derechos fundamentales del actor.
Asimismo, la Registraduría Delegada en lo Electoral requirió negar la presente acción constitucional al considerar que el diseño de la tarjeta electoral para cargos uninominales y corporaciones públicas obedece entre otros factores al tamaño de las circunscripciones electorales, las circunscripciones especiales, el voto preferente, el voto en blanco, dado que no es lo mismo cuando son pocos los candidatos como pasa con Gobernantes y Alcaldes, que con diputados en Asamblea Departamental.
Además, indicó que las tarjetas se publican en la página web de la Registraduría con antelación a la contienda electoral para que las organizaciones políticas hagan la socialización de este instrumento; adicional, señaló que con el tarjetón se suministrará una guía electoral que contendrá el nombre de los candidatos inscritos, la cual estará en cada mesa de votación y el elector podrá hacer uso de ella e ingresarla al cubículo respectivo.
Por último, manifestó que mediante oficio No. DP201-082 de 07-10-2019 la Unión Temporal encargada del diseño y distribución de los procesos electorales certificó que el 5 del mismo mes y año fueron “liberadas” las tarjetas electorales para su impresión previa socialización con los partidos o movimientos políticos, según el Acta No. 003.
CONSIDERACIONES

1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de esta acción, al ser la Registraduría Nacional del Estado Civil una entidad del orden nacional y porque los efectos de la vulneración de los derechos se radican en este Departamento, por ser el actor candidato a la Asamblea Departamental de Risaralda.

2. Problema jurídico

En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula el siguiente interrogante:

(i) ¿Se vulneraron los derechos a la igualdad y personería jurídica del señor Martín Ramírez Marín, candidato a la Asamblea Departamental de Risaralda de esta ciudad por no reposar en el tarjetón electoral su nombre y fotografía como si sucede para la de la Gobernación?

Previo a abordar el interrogante planteado le compete a la Sala verificar el cumplimiento de los requisitos de procedencia de la acción de tutela.

3. Presupuestos de procedencia de la acción de tutela 

Se tiene satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela (art. 86 CP) al ser el derecho a la igualdad y personería jurídica fundamentales; al no existir otra acción eficiente para su protección; incoarse esta acción en un tiempo prudencial, al mediar entre la socialización del boceto de la tarjeta electoral y la tutela menos de un mes; y estar legitimados el accionante el titular del derecho invocado por su condición de candidato ante la Asamblea Departamental y la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Registraduría Delegada en lo electoral, por ser las entidades encargadas de organizar, dirigir y diseñar el tarjetón, conforme el artículo los artículos 4 y 35 del Decreto 1010 de 2000.

Por el contrario, no está legitimado el Consejo Nacional Electoral de la presente acción, toda vez que de acuerdo a las competencias asignadas por el legislador, este solo tiene la función de “regulará, inspeccionará, vigilará y controlará toda la actividad electoral de los partidos y movimientos políticos, de los grupos significativos de ciudadanos, de sus representantes legales, directivos y candidatos, garantizando el cumplimiento de los principios y deberes que a ellos corresponden” (Artículo 265 de la C. N.), por lo que se le desvinculará.
4. Solución al problema jurídico

4.1. Fundamento jurídico 

4.1.1. Derechos a la igualdad 

El artículo 13 de la C. N. prevé que todas las personas son iguales ante la ley, por lo que recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin que haya discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

Sobre el tema, la Corte Constitucional ha dicho que el principio de igualdad tiene una estructura que comprende varias facetas, la primera, la igualdad formal “todos los ciudadanos merecen el mismo tratamiento ante la ley y por tanto prohíbe cualquier tipo de discriminación o exclusión arbitraria en las decisiones públicas. Esta definición es un rasgo definitorio de nuestro Estado de Derecho, en el que el carácter general y abstracto de la ley y la prohibición de dar un trato diferente a dos personas por razones de sexo, ideología, color de piel, origen nacional o familiar u otros similares, expresan las notas centrales de esta dimensión” y la segunda, la igualdad material en la que “el Estado colombiano debe adoptar medidas promocionales y dar un trato especial –de carácter favorable–, a las personas y grupos vulnerables o a los sujetos en condición de debilidad manifiesta”
.
Ahora, lo que se busca con el principio de igualdad es otorgar el mismo trato a supuestos de hechos equivalentes y/o un trato diferente a situaciones de hecho que son contrarias, por lo que siempre implica que el análisis debe ser respecto a dos situaciones o personas que puedan ser comparadas.

En ese sentido, el Máximo Órgano constitucional ha establecido 4 reglas que deben analizarse para darle alcance al principio de igualdad “(i) debe darse un tratamiento distinto a situaciones de hecho que no tienen ningún elemento en común; (ii) debe darse el mismo trato a situaciones de hecho idénticas; (iii) debe darse un trato paritario a situaciones de hecho que presenten similitudes y diferencias, cuando las similitudes sean más relevantes que las diferencias; y (iv) debe darse un trato diferente a situaciones de hecho que presenten similitudes y diferencias, cuando las diferencias sean más relevantes que las similitudes”
.
4.1.2. Derecho a la personalidad jurídica

De otro lado, el artículo 14 de la C.N. prevé que toda persona tiene derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, por lo que se ha dicho la Corte Constitucional que ese principio debe analizarse desde tres ópticas: i) la persona es titular de derechos y obligaciones; ii) goza de ciertos atributos que no pueden separarse, como son el nombre, nacionalidad, domicilio, estado civil, capacidad y patrimonio y; iii) se encarga de proteger todos los intereses y prerrogativas que pueden degradar la dignidad de la persona
.

En cuanto al atributo de la personalidad – Nombre – cumple advertir que este es una figura jurídica que actúa como un signo distintivo del individuo, un elemento de su actividad individual, que de no tenerlo puede generar confusión y que tiene la capacidad de “determinar como la persona desea identificarse y ser distinguida en la vida social y en las actuaciones frente al Estado”
.

4.1.3. Tarjetón electoral

El artículo 258 de la Constitución Nacional prevé que el voto es un derecho y un deber ciudadano y el Estado velará para que se ejerza sin ningún tipo de coacción, para lo cual dispuso que se hará en forma secreta, en cubículos individuales en cada mesa de votación, sin perjuicio del voto electrónico; asimismo, que para la elección de candidatos podrán emplearse tarjetas electorales numeradas e impresas, las cuales se distribuirán oficialmente; sin perjuicio que la Organización Electoral suministre “igualitariamente a los votantes instrumentos en los cuales deben aparecer identificados con claridad y en iguales condiciones los movimientos y partidos políticos con personería jurídica y los candidatos”.
Ahora bien, los partidos o movimientos políticos que quieran participar en los procesos de elección popular, inscribirán candidatos y listas únicas, para la conformación de la respectiva circunscripción, la cual no podrá sobrepasar el número de curules o los cargos a proveer en la respectiva circunscripción. Para la elección de los candidatos del respectivo partido o movimiento se hará conforme a sus reglamentos internos, sin perjuicio que puedan optar por el mecanismo de voto preferente, el cual consiste en que el elector podrá señalar el candidato de su preferencia entre los nombres que aparezcan en la tarjeta electoral (artículo 262 modificado por el artículo 20 del Acto Legislativo 02 de 2015).
Por su parte, el artículo 4 del Decreto 1010 de 2000 determina que la Registraduría Nacional del Estado Civil tiene, entre otras funciones la de dirigir y organizar el proceso electoral y, la Registraduría Delegada en lo Electoral el diseño de la tarjeta electoral – artículo 35 ibidem. 
En ese sentido, se extrae de la Resolución No. 8971 de 25-08-2015 que las tarjetas electorales de Corporación Pública – Asamblea, Concejo y Juntas Administradoras Locales desde el año 2011 han sido modificadas en razón a “(…) un estudio previo, la cual concluyó con un laboratorio con electores, que fue acompañado por la Universidad de los Andes; ejercicio que arrojó excelentes resultados; fue probado durante las elecciones de autoridades locales realizadas en 2011 y, con el nuevo modelo de tarjeta electoral se redujo ostensiblemente los niveles de voto nulo. Además, con este diseño se respeta el principio de igualdad para todos los candidatos, dado que, cumple con los requisitos Constitucionales y legales, y no vulnera derecho fundamental alguno”, tanto que incluyó un cuadernillo para las elecciones del 2015.

En cuanto al diseño del tarjetón se dice en la resolución en cita lo siguiente: 
(…) tendrán una zona, área o campo de marcación en donde estará, al costado izquierdo un código alfabético, los nombres y logos-símbolos de los partidos, movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos y, a continuación al logo-símbolo, los rangos numéricos que corresponde a los candidatos inscritos, para el caso de las listas con voto preferente y; en lo no preferente, quedará la zona o campo de marcación en blanco; igualmente y, en las mismas condiciones el voto en blanco, contará con una zona, área o campo de marcación en la tarjeta electoral.

Hará parte integral de la tarjeta electoral que precede, como unidad jurídica, un cuadernillo electoral que contiene los logos-símbolos de los partidos, movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos, los números y los nombres y apellidos de los candidatos, para que los electores se orienten en la escogencia de sus respectivas colectividades políticas, así como de sus candidatos”. (Sublínea fuera del texto original).
Asimismo, consultada la página web del SECOP I
, en la que se hace el proceso de selección abreviada en procesos de contratación estatal, se tiene que mediante contrato de prestación de servicio No. 038 de 2019 suscrito entre la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Unión Temporal Distribución Procesos Electorales 2019 “UT DISPROEL 2019” se delimitó que los ítems que contenía la tarjeta electoral era:

· Logo símbolos de las Organizaciones Políticas

· Foto de los candidatos a Alcalde y Gobernador

· Nombres de Candidatos

· Corporación a la que corresponden 

· Departamento o municipio o localidad

· Opción de voto

· Orden de la lista

· Orden del sorteo 

Adicional, se estableció que el kit de mesa debe contener los siguientes elementos: i) tarjetas electorales para Gobernador, Alcalde, Asamblea Departamental, Concejo Municipal, JAL; ii) certificado electoral; iii) Guías electorales; iv) sobres claveros, delegados, material sobrante y para cada una de los cargos uninominales y corporaciones públicas; entre otros elementos.
4.2. Fundamento fáctico
Se tiene acreditado que el señor Martín Ramírez Marín se presentó como candidato a la Asamblea Departamental de Risaralda, avalado por el partido Cambio Radical, como se observa de la lista definitiva presentada a la RNEC mediante el documento E8A S2400000000301 y en la que se eligió como opción de voto el “Voto preferente” (fl. 49, cdno 1), quiere decir que la organización política eligió un número de candidatos para que se presenten a las elecciones, los cuales serán elegidos de acuerdo al número de votos para cada uno de ellos; razón por la cual se les asignó un número por el partido, lo que se dio a conocer a la Registraduría (fl. 49, cdno 1).
Ahora, para las elecciones del 27-10-2019, la RNEC suscribió contrato de prestación de servicio No. 038 de 2019 con la Unión Temporal Distribución Procesos Electorales 2019 “UT DISPROEL 2019”, para la elaboración de la tarjeta y la guía electoral de acuerdo a las especificaciones dadas por la entidad, las cuales fueron puestas en consideración a las organizaciones políticas como se evidencia del Acta No. 003 de 13-09-2019 cuyo tema a tratar fue “Aprobación del boceto de la Tarjeta Electoral para la Asamblea Departamental” y verificación de la información correspondiente, entre ellas el nombre de los candidatos, sin que hubieran asistido a la diligencia el partido Cambio Radical (fls. 45 al 47, cdno 1); la cual fue aprobada por 6 de los 9 partidos.

Asimismo, se tiene que el tarjetón aportado de Gobernadores aparece los nombres, fotografías y logo de los partidos políticos de los 4 candidatos (fl. 3, cdno 1), por el contrario, en el de la Asamblea Departamental solo se encuentra el logo y símbolo del partido o movimiento político y una casilla con el respectivo número que corresponde al orden dado por la organización electoral para cada aspirante (fl. 4, cdno 1); también existe una guía electoral que contiene el logo y símbolo del partido, el numero asignado al candidato con su respectivo nombre (fl. 36, cdno 1).
Del recuento probatorio emerge la existencia de un trato diferente en los tarjetones de la Gobernación, pues en uno reposa el nombre, la fotografía de los candidatos y el logo de los partidos políticos y en otro –Asamblea Departamental solo aparece el número asignado por el partido más el logo del mismo; lo que está en consonancia con las normas de rango constitucional y legal para este tipo de actuaciones, sin que per se, se desprenda un trato discriminatorio hacía el señor Martín Ramírez Marín, en tanto esa diferencia queda zanjada con la guía electoral que hace parte del tarjetón para las corporaciones públicas, porque allí sí aparece tanto el número asignado al aspirante del partido como el nombre que lo identifica, como lo autoriza el artículo 258 de la C.N. que dispone el suministro de la misma al elector al momento de ejercer su derecho al voto, por lo que ambos instrumentos hacen parte de una unidad jurídica y no pueden verse de manera aislada sino como un todo.

Además, no puede perderse de vista que aunque exista similitud en la situación del actor con la elección de Gobernadores por tratarse de cargos de elección popular, lo cierto es que al momento de reflejarse ello en el tarjetón adquiere significación la diferente entre el cargo de Gobernador que es uninominal, es decir, un solo aspirante por partido, que permite que el tamaño del plegable sea adecuado y manejable por el elector; mientras que en tratándose de corporaciones públicas como Asamblea Departamental el número de cargos a proveer es múltiple como los aspirantes por partido, como lo permite el artículo 299 de la C. N., cuando dispone que la Asamblea Departamental estará compuesta por un número de miembros que no podrán ser inferior a 11 ni mayor de 31 personas; mientras el artículo 303 ibidem establece que por cada Departamento habrá 1 Gobernador y 1 Alcalde por cada municipio – artículo 314 ejusdem.

A manera de ejemplo se tiene que para la Asamblea Departamental de Cundinamarca se tienen 13 Diputados, para la de Medellín 26 y para la de Pereira 13, sumado a que al elegir como modalidad el voto preferente, los partidos políticos deben de presentar una lista de candidatos que es variable.

Es que de atenderse los pedimentos del accionante llevaría consigo a que el instrumento fuera desproporcionado y generaría un impacto negativo en la democracia del país, pues atendiendo las características del tarjetón actual, se observa que para la Asamblea Departamental se presentaron 9 partidos políticos, de los cuales 6 escogieron voto preferente con 12, 8, 9 y 11 aspirantes, en comparación con los 4 candidatos presentado por la Gobernación, por lo que incluir el nombre y la fotografía de cada uno de los candidatos para la Asamblea Departamental aumentaría considerablemente el tamaño del tarjetón, pues para que la imagen sea visible al elector debe tener unas medidas precisas.
Y es que lo anterior no fue producto del capricho de la entidad accionada, sino que el mismo obedeció a un estudio realizado en conjunto por la Universidad de los Andes para el año 2011, que arrojó como resultado un menor número de votos nulos en contraste con las elecciones de periodos pasados que contenían las fotografías y nombres completos de cada uno de los aspirantes a cargos públicos.
En ese orden de ideas, la Sala no encuentra probada la vulneración al derecho a la igualdad como tampoco a la personalidad jurídica del actor porque con ambos documentos – tarjetón y guía electoral se está garantizando que no existan confusiones al no desconocerse el nombre del accionante que lo identifica respecto de los demás sujetos, pues de manera clara aparece el número asignado al candidato por la organización electoral y el nombre del mismo, que si bien la guía no se deposita en la urna, ella se entrega al elector, protegiendo los derechos fundamentales de los aspirantes y votantes. 
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se denegará el amparo solicitado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: NEGAR el amparo solicitado por Martín Ramírez Marín, identificada con cédula de ciudadanía No. 10.100.219 dentro la acción de tutela promovida en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil; trámite al que se vinculó a la Registraduría Delegada en lo Electoral, por las consideraciones vertidas en precedencia.
SEGUNDO: DESVINCULAR de la presente acción al Consejo Nacional Electoral por lo ya dicho en la parte motiva. 

TERCERO: NOTIFICAR la decisión al accionante, a los accionados y vinculados por el medio más ágil y si no fuera impugnada, remitir oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para efectos de la eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado
� Corte Constitucional C520-2016.


� Corte Constitucional C220-2017 y C138-2019.


� Sentencia T-240-2017


� Ibídem 
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